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DICTAMEN CON PROYECTO DE ACUERDO QUE DESECHA LA INICIATIVA QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY SOBRE REFUGIADOS, PROTECCIÓN COMPLEMENTARIA Y ASILO POLÍTICO.


HONORABLE ASAMBLEA
A la Comisión de Relaciones Exteriores de la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados le fue turnada, para su estudio y dictamen, la Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político.
La Comisión de Relaciones Exteriores, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 80, numeral 1, fracción II; 82, numeral 1; y 85 del Reglamento de la Cámara de Diputados, y habiendo analizado el contenido de la Iniciativa de referencia, somete a consideración de esta Honorable Asamblea el presente dictamen, al tenor de lo siguiente:

ANTECEDENTES
1. Con fecha 03 de diciembre de 2019, la Diputada Adriana Gabriela Medina Ortiz del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano, presentó la Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones la Ley Sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, en materia de seguridad pública, justicia, democracia y respeto de los derechos humanos.
2. En la misma fecha, la Iniciativa fue turnada para su estudio y dictamen a la Comisión de Relaciones Exteriores.
3. Con fecha 20 de enero de 2020, vía electrónica se solicitó a la Secretaría de Gobernación su opinión técnico jurídica para estudio y dictamen de la iniciativa en comento.
4. Con fecha 04 de febrero de 2020, la Secretaría de Gobernación vía electrónica emitió su opinión a esta Comisión, concluyendo que no es viable ni recomendable, toda vez que pretende condicionar y hacer inaccesible el derecho a solicitar asilo político.

CONTENIDO DE LA INICIATIVA
La diputada proponente señala expresamente en sus consideraciones, lo siguiente:
“EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La tradición de México como refugio para perseguidos políticos es una de las fortalezas del Estado en materia de política exterior. Ejemplo de ello lo encontramos en los casos del libertador José Martí, refugiado aquí en el siglo XIX; el líder nicaragüense Cesar Augusto Sandino, asilado en la década de 1920; el ex líder soviético León Trosky, asilado desde 1936 hasta su muerte; Manuel Azaña, expresidente de la otrora República Española, asilado en la Embajada de México en 1940; miles de ciudadanos españoles, miles de europeos de origen judío que huían del terror fascista; decenas de jóvenes idealistas recibidos a lo largo del siglo XX como Fidel y Raúl Castro Ruz, combatientes cubanos que posteriormente se convirtieron en Jefes de Estado; la familia del expresidente Salvador Allende en el fatídico 1973, o el expresidente de Honduras, Manuel Zelaya, asilado en México en el siglo XXI.
Además de las implicaciones humanistas contenidas en las determinaciones de abrir el país a personas perseguidas, hay un contenido geopolítico en cada decisión que ha definido algunos rasgos de la política exterior de México.
La decisión de conceder el asilo político históricamente ha correspondido al Ejecutivo federal como una de las formas de ejercer las disposiciones en materia de política exterior que confiere la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en la fracción X del artículo 89 que fija entre las facultades y obligaciones del Ejecutivo Federal “dirigir la política exterior y celebrar tratados internacionales, así como terminar, denunciar, suspender, modificar, enmendar, retirar reservas y formular declaraciones interpretativas sobre los mismos, sometiéndoles a la aprobación del Senado. En la conducción de tal política, el titular del Poder Ejecutivo observará los siguientes principios normativos: la autodeterminación de los pueblos; la no intervención; la solución pacífica de controversias; proscripción de la amenaza o el uso de la fuerza en las relaciones internacionales; la igualdad jurídica de los Estados; la cooperación internacional para el desarrollo; el respeto, la protección y promoción de los derechos humanos y la lucha por la paz y la seguridad internacionales”.
Sin embargo, la contextualización de la democracia contemporánea y los avances irreversibles que afortunadamente hemos tenido con respecto al respeto a los derechos humanos que ha asumido el país desde la esfera constitucional, son elementos que antes no estaban y hoy nos exigen la adecuación de los alcances y mecanismos para conceder asilo político a ex jefes de Estado o de gobierno.
Es decir, los valores democráticos y de derechos humanos aceptados constitucionalmente, hoy requieren de la creación de mecanismos y cambios legales que nos permitan que sin violentar el fondo de la fracción X del artículo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se propicie un mejor sistema de contrapesos entre el Ejecutivo federal y el Senado de la República para que este último, en el uso pleno y actualizado de sus facultades constitucionales en materia de política exterior, pueda funcionar como un filtro que evite que la figura del asilo derive en una herramienta para la impunidad disfrazada de estrategia de política exterior. Ello, nos permitirá evitar que eventualmente por intereses particulares, se pueda usar la figura del asilo político y el prestigio internacional de México para auxiliar a violadores de derechos humanos, corruptos o delincuentes que hubiesen cometido alguna acción equiparable con las conductas ilícitas que nuestra constitución marca como acreditables para la prisión preventiva en virtud de ser las más lesivas para nuestra sociedad.
Durante la mayor parte del siglo XX, el país no había llevado el tema de los derechos humanos al plano constitucional y no fue sino hasta el siglo XXI cuando se plantearon como ejes de nuestro marco legal. Por ello, toda vez que la preocupación del estado eran las llamadas “garantías individuales”, cuya esfera se limitaba al ámbito jurisdiccional de nuestro territorio y, por ende, los antecedentes en materia de derechos humanos de los jefes de Estado o gobierno que hubiesen podido solicitar asilo en el país, hubiesen podido pasar a segundo término.
Sin embargo, al considerar la universalidad de los derechos humanos como un principio implícito en la incorporación de los derechos humanos al marco constitucional, las circunstancias cambian y nuestro país debe tener mecanismos para poder disminuir las posibilidades de que, en el futuro, jefes de Estado o jefes de gobierno con antecedentes en violaciones a los derechos humanos puedan ingresar a nuestro territorio bajo el concepto de asilados políticos.
En temas tanto de seguridad pública como de democracia, las nuevas condiciones de las tecnologías de la información, los flujos de dinero como parte de las estrategias de desestabilización de democracias (comprobadas en distintos países del continente con distintas correlaciones de poder entre los signos ideológicos), y las cadenas internacionales de la delincuencia organizada para delitos como la trata de personas, el robo de hidrocarburos, el secuestro o tráfico de drogas, representan nuevas realidades que lesionan gravemente a nuestra sociedad y por consiguiente, exigen nuevas soluciones.
Ejemplo de todo lo anterior lo encontramos en la vinculación financiera o técnica entre organizaciones delictivas internacionales, grupos subversivos o grupos terroristas que en sus sinergias presentan posibilidades reales de hacerse del poder público en sus territorios. Ello proyecta escenarios en que en el esquema tradicional de asilo político en México, podrían generarse situaciones en las que algún Jefe de Estado o de gobierno extranjero, exiliado de su país y vinculado a este tipo de actividades ilícitas pero afín ideológicamente al titular del ejecutivo de nuestro país, pudiera tener una posibilidad de asilo a costa del prestigio, seguridad, y tal vez la estabilidad de nuestro gobierno y sociedad.
En consecuencia, la presente iniciativa plantea una reforma de los artículos 27, 68 y 71 de la Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, para que a partir del reconocimiento constitucional de una serie de delitos como los más lacerantes para nuestra sociedad, dispuestos en el artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; a partir de la desaparición del concepto de “delitos graves” del marco jurídico, que eran una de las causales de la negación de refugiado; considerando la defensa de los derechos humanos para evitar que genocidas pudiesen eventualmente ser asilados en nuestro país; tomando en cuenta que el artículo IV de la Convención sobre Asilo Diplomático A-46 establece: “Corresponde al Estado asilante la calificación de la naturaleza del delito o de los motivos de la persecución”; recordando que de acuerdo con el artículo 1 de la Convención sobre Asilo Territorial, “todo Estado tiene derecho, de su soberanía, a admitir dentro de su territorio a las personas que juzgue conveniente, sin que por el ejercicio de este derecho ningún otro Estado pueda hacer reclamo alguno”, y a partir de las facultades que dispone el párrafo I del artículo 76 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, podamos hacer que el Senado de la República intervenga en un ejercicio de filtro legal sobre la decisión de otorgar o rechazar el asilo político a un ex jefe de Estado o de gobierno extranjero, fundándose en un ejercicio de rendición de cuentas por el Ejecutivo federal, y un medio para evitar que quienes hayan cometido delitos equiparables a los que ameritan prisión preventiva en nuestro país encuentren protección por parte de nuestras autoridades.

Por lo expuesto y fundado me sirvo someter a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político
Único. Se reforma la fracción II del artículo 27, se reforma el artículo 68, se adiciona el artículo 68 Bis, y se reforman las fracciones III y IV y se adiciona una V al artículo 71 de la Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, para quedar como sigue:

Artículo 27. No será reconocida la condición de refugiado al extranjero respecto del cual, una vez analizada su solicitud, existan motivos fundados para considerar que se encuentra en alguno de los supuestos siguientes:
I. ...
II. Que ha cometido fuera del territorio nacional algún delito equiparable a los delitos contemplados para prisión preventiva oficiosa en el segundo párrafo del artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, antes de su internación al mismo; o
III. ...
...
Artículo 68. Corresponde a la Secretaría de Relaciones Exteriores la decisión de conceder o no el asilo político, previa opinión de la secretaría, salvo en los casos de personas que sean o hubiesen sido jefes de Estado o de gobierno a quienes solamente se les podrá conceder un asilo político provisional hasta que el Senado de la República autorice el asilo político permanente, en los términos de esta misma ley.
Artículo 68 Bis. Cuando el asilo político provisional hubiese sido otorgado a personas que sean o hubiesen sido jefes de Estado o jefes de gobierno, la Secretaría de Relaciones Exteriores deberá presentar un informe al Senado de la República sobre los motivos que sustentaron su decisión, a más tardar en 90 días naturales contados a partir del ingreso del asilado político a territorio nacional.

El Senado de la República, en ejercicio de las facultades previstas en el párrafo I del artículo 76 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y considerando que la persona en condición de asilo político provisional no hubiese cometido fuera de territorio nacional delitos equiparables a los delitos contemplados en el segundo párrafo del artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, analizará el informe que envíe la Secretaría de Relaciones Exteriores sobre la decisión de conceder el asilo político provisional.
El Senado de la República tendrá 60 días naturales para pronunciarse, mediante punto de acuerdo, a favor o en contra de que el asilo político provisional se convierta en asilo político permanente.
En caso de que el Senado de la República solicite se pronuncie en contra de otorgar el asilo político permanente. El Ejecutivo federal y los gobiernos locales deberán suspender toda clase de apoyos brindados a la persona durante su asilo permanente y proceder conforme las leyes migratorias de nuestro país disponen con respecto a cualquier persona cuyos documentos migratorios han perdido validez.
En ninguna circunstancia se podrá conceder un nuevo asilo político provisional a la misma persona una vez que el Senado de la República se ha manifestado.

Artículo 71. La Secretaría de Relaciones Exteriores podrá retirar el otorgamiento de asilo político en los siguientes casos:
I. y II. ...
III. Cuando existan razones fundadas para considerar que el asilado ha cometido un delito contra la paz, el crimen de genocidio, crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra de los definidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte o del delito de terrorismo;
IV. Cuando desaparezcan las circunstancias que motivaron su otorgamiento, o
V. Cuando se acredite que el asilado, siendo Jefe de Estado o de Gobierno en su país de origen hubiese cometido delitos equiparables a los dispuestos en el segundo párrafo del artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”.

TRANSITORIOS
Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.”
Una vez establecidos los antecedentes y la propuesta de la Iniciativa, los integrantes de la Comisión de Relaciones Exteriores que suscriben el presente dictamen, exponen las siguientes:
CONSIDERACIONES
PRIMERA. Tal como refiere la diputada proponente, los antecedentes de México en materia de refugiados y asilados guardan una tradición digna de reconocerse y ser usada como plataforma para consolidarse en la actualidad. 
En 2011, año de la promulgación de la Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, se consideró primordial el principio pro persona, la no discriminación por motivos de raza, nacionalidad, género o pertenencia a un grupo social, el interés superior de las niñas, niños y adolescentes.
En julio de 2019, ante el repentino incremento de solicitudes de asilo y refugio en nuestro país, el Gobierno de México, a través de la Secretaría de Relaciones Exteriores expresó[footnoteRef:1] que “no coincide con las medidas que limitan el acceso al asilo y refugio a aquellas personas que temen por su vida o seguridad en sus países de origen por motivos de persecución”, declaraciones que hizo de manera general, sin considerar si los solicitantes son jefes o ex jefes de Estado, civiles, niñas, niños o adolescentes, es decir, el Estado Mexicano tiene el compromiso de analizar y en su caso otorgar el asilo político a cualquier persona que lo solicite y cumpla con los requisitos de Ley, sin discriminar de forma alguna, atendiendo simplemente a su condición de persona, cumpliendo con lo establecido en el artículo 1° Constitucional, por encima de cualquier Ley secundaria, por lo que legislar de manera particular y modificar los artículos 27, 68 y 71 tal como lo plantea la proponente, contravine el citado primero Constitucional. [1:  https://embamex.sre.gob.mx/eua/index.php/es/boletines/1569-mexico-reitera-su-compromiso-con-los-derechos-humanos-de-las-personas-migrantes ] 

SEGUNDA. Nuestra Carta Magna reconoce el derecho que tiene todo extranjero a la protección internacional, específicamente, a recibir del Estado Mexicano asilo por persecución política o refugio por causas de carácter humanitario. Este derecho fundamental se encuentra reconocido en el segundo párrafo del artículo 11.
De esta manera toda persona tiene derecho a buscar y recibir asilo. El reconocimiento de la condición de refugiado y el otorgamiento de asilo político, se realizarán de conformidad con los tratados internacionales. La ley regulará sus procedencias y excepciones, establece el artículo 11.
Por lo que las reformas planteadas por la proponente, no son viables toda vez que pretenden condicionar y hacer inaccesible el derecho a solicitar asilo político, sin tomar en cuenta que “En caso de persecución, por motivos de orden político, toda persona tiene derecho de solicitar asilo; por causas de carácter humanitario se recibirá refugio”. Lo anterior en términos de la reforma constitucional en materia de derechos humanos de 2011 incorporó en el artículo 11 un segundo párrafo.

TERCERA. En consonancia con nuestra Carta Magna, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, adoptada por la Asamblea General de las Naciones, respecto al asilo señala en el Artículo 14:
1. En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar de él, en cualquier país.
2. Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente originada por delitos comunes o por actos opuestos a los propósitos y principios de las Naciones Unidas.
En ese mismo sentido la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre establece en su Artículo XXVII:
Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio extranjero, en caso de persecución que no sea motivada por delitos de derecho común y de acuerdo con la legislación de cada país y con los convenios internacionales.
Por su parte la Convención Americana sobre Derechos Humanos Artículo 22.7 establece que:
Derecho de asilo. Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio extranjero, en caso de persecución que no sea motivada por delitos de derecho común y de acuerdo con la legislación de cada país y con los convenios internacionales.

CUARTA. Por Acuerdo de la Junta Directiva de esta Comisión dictaminadora, tal como lo señalan los Antecedentes del dictamen, se realizó solicitud de Opinión técnico jurídica respecto de la Iniciativa en comento, a lo cual la Secretaría de Gobernación hizo llegar el siguiente análisis, respecto de las disposiciones legales que contravendría la aprobación de la Iniciativa:
· Por lo que hace a la reforma a la fracción II del artículo 27  y 71 de la Ley, se observa que se pretende incorporar “algún delito equiparable a los delitos contemplados para prisión preventiva oficiosa en el segundo párrafo del artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”, indicando en la exposición de motivos, -a partir de la desaparición del concepto de “delitos graves” del marco jurídico, que era una de las causales de la negociación de refugiados; considerando la defensa de los derechos humanos para evitar que genocidas pudiesen eventualmente ser asilados en nuestro país-. No obstante, esta área jurídica no observa la vinculación, toda vez que la redacción del artículo 19, en la parte final de su párrafo segundo, indica: “así como los delitos graves que determine la ley en contra de la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la personalidad, y de la salud”.
Encontrando concordancia con lo dispuesto por la fracción I, del artículo 150 del Código Nacional de Procedimientos Penales, que a la letra dice: 
Artículo 150. Supuesto de caso urgente Sólo en casos urgentes el Ministerio Público podrá, bajo su responsabilidad y fundando y expresando los datos de prueba que motiven su proceder, ordenar la detención de una persona, siempre y cuando concurran los siguientes supuestos: 
I. Existan datos que establezcan la existencia de un hecho señalado como delito grave y que exista la probabilidad de que la persona lo cometió o participó en su comisión. Se califican como graves, para los efectos de la detención por caso urgente, los delitos señalados como de prisión preventiva oficiosa en este Código o en la legislación aplicable, así como aquellos cuyo término medio aritmético sea mayor de cinco años de prisión; 
Así como con lo dispuesto por el artículo 63 del Código Penal Federal, que en su tercer párrafo indica: 
“En los casos de tentativa punible de delito grave así calificado por la ley, la autoridad judicial impondrá una pena de prisión que no será menor a la pena mínima y podrá llegar hasta las dos terceras partes de la sanción máxima prevista para el delito consumado”.
Y la parte final de la fracción II, del artículo 158 del Código Penal Federal, que establece: “Si el sentenciado lo fuere por delito grave así calificado por la ley, la sanción antes citada será de uno a cuatro años de prisión”. 
Por lo que de lo expuesto, se puede observar que de nuestro marco jurídico nacional no ha desaparecido el concepto “delito grave”, por lo que la Iniciativa al partir de un supuesto erróneo no se estima viable en el artículo referido, así como tampoco en lo concerniente a la propuesta de reforma a las fracciones III y IV y adicionar una fracción IV al artículo 71 de la Ley, al versar sobre el mismo tema.
· Respecto a la propuesta de reforma al artículo 68, así como de incorporar un artículo 68 Bis a la de la Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, se estima contraviene lo siguiente.
El artículo 49 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
Artículo 49. El Supremo Poder de la Federación se divide para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial. No podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el Legislativo en un individuo, salvo el caso de facultades extraordinarias al Ejecutivo de la Unión, conforme a lo dispuesto en el artículo 29. En ningún caso, salvo lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 131, se otorgarán facultades extraordinarias para legislar. 
Así como la parte inicial de la fracción I del artículo 28 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, relativo a las atribuciones de la Secretaría de Relaciones Exteriores, dispone:
Promover, propiciar y asegurar la coordinación de acciones en el exterior de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal; y sin afectar el ejercicio de las atribuciones que a cada una de ellas corresponda.
En los cuales se puede observar que precisamente es facultad del Ejecutivo Federal resolver lo concerniente al otorgamiento de asilo político y no del Senado como lo señala la legisladora en la exposición de motivos.
Adicionalmente, de las facultades y obligaciones del Presidente en materia de política exterior, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su Fracción X del Artículo 89, dispone que son las siguientes:
Dirigir la política exterior y celebrar tratados internacionales, así como terminar, denunciar, suspender, modificar, enmendar, retirar reservas y formular declaraciones interpretativas sobre los mismos, sometiéndolos a la aprobación del Senado. 
En la conducción de tal política, el titular del Poder Ejecutivo observará los siguientes principios normativos: la autodeterminación de los pueblos; la no intervención; la solución pacífica de controversias; la proscripción de la amenaza o el uso de la fuerza en las relaciones internacionales; la igualdad jurídica de los Estados; la cooperación internacional para el desarrollo; el respeto, la protección y promoción de los derechos humanos y la lucha por la paz y la seguridad internacionales;
En materia de política exterior, la Fracción I del Artículo 76 de la Constitución, establece como facultades exclusivas del Senado, las siguientes:
Analizar la política exterior desarrollada por el Ejecutivo Federal con base en los informes anuales que el Presidente de la República y el Secretario del Despacho correspondiente rindan al Congreso.
Además, aprobar los tratados internacionales y convenciones diplomáticas que el Ejecutivo Federal suscriba, así como su decisión de terminar, denunciar, suspender, modificar, enmendar, retirar reservas y formular declaraciones interpretativas sobre los mismos;
Y en materia migratoria, la Fracción I del Artículo 18 de la Ley de Migración, puntualiza que la Secretaría de Gobernación, tendrá entre otras atribuciones, la siguiente:
Formular y dirigir la política migratoria del país, tomando en cuenta la opinión de las autoridades que al efecto se establezcan en el Reglamento, así como las demandas y posicionamientos de los otros Poderes de la Unión, de los Gobiernos de las entidades federativas y de la sociedad civil.

QUINTA. Esta Comisión dictaminadora comprende la preocupación de la proponente, cuando plantea que la reforma a los artículos propuestos “nos permitirá evitar que eventualmente por intereses particulares, se pueda usar la figura del asilo político y el prestigio internacional de México para auxiliar a violadores de derechos humanos, corruptos o delincuentes que hubiesen cometido alguna acción equiparable con las conductas ilícitas que nuestra constitución marca como acreditables para la prisión preventiva en virtud de ser las más lesivas para nuestra sociedad”. Al respecto, es preciso señalar lo que la propia Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político establece en su artículo 52:
Artículo 52. Si hay razones fundadas para considerar que el solicitante, refugiado, o extranjero que reciba protección complementaria, pone en riesgo la seguridad nacional, o bien, si habiendo sido objeto de una condena definitiva por un delito grave cuya naturaleza constituye una amenaza a la sociedad, podrá ser expulsado o devuelto a otro país.


La misma Ley en su Artículo 4, establece para la Secretaría de Gobernación, lo siguiente:
La Secretaría en la aplicación e interpretación de esta Ley deberá observar las disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los Tratados Internacionales de observancia obligatoria en México y demás ordenamientos aplicables, sin perjuicio de la intervención de otras autoridades de conformidad con las disposiciones antes referidas y demás aplicables.
En su Artículo 61, dispone:
Todo extranjero que encuentre en peligro su vida, su libertad o seguridad por ideas o actividades políticas directamente relacionadas con su perfil público, y carezca de la protección de su país, podrá solicitar el otorgamiento de asilo político ante la Secretaría de Relaciones Exteriores, sus delegaciones localizadas fuera del Distrito Federal o la Representación, según corresponda.
El mismo ordenamiento en sus fracciones I y IV del Artículo 14 Bis, indica que en materia de Asilo Político, compete a la Secretaría de Relaciones Exteriores, lo siguiente:
Resolver sobre el otorgamiento de asilo político a los extranjeros que encontrándose en la representación o en territorio nacional, presenten su solicitud de conformidad con los supuestos previstos en la presente Ley y su reglamento. En todos los casos a que se refiere esta fracción recabará previamente la opinión de la Secretaría. (Entiéndase Secretaría de Gobernación).
Resolver sobre el retiro y la renuncia de asilo político.
Y en su Artículo 68, confirma:
Corresponde a la Secretaría de Relaciones Exteriores la decisión de conceder o no el asilo político, previa opinión de la Secretaría. (Entiéndase Secretaría de Gobernación)
La misma Ley en las Fracciones II y III de su Artículo 71, puntualiza que la Secretaría de Relaciones Exteriores podrá retirar el otorgamiento de asilo político en los siguientes casos:
II. Por realizar actos en territorio nacional que constituyan un riesgo o amenaza para la seguridad nacional;
III. Cuando existan razones fundadas para considerar que el asilado ha cometido un delito contra la paz, el crimen de genocidio, crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra de los definidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte o del delito de terrorismo, 
Y en su Artículo 73, dice:
Al solicitante de asilo político se le concederá la condición de estancia de conformidad con lo establecido en la Ley de Migración.
Por su parte la Ley de Migración, en su Artículo 7, dispone:
La libertad de toda persona para ingresar, permanecer, transitar y salir del territorio nacional tendrá las limitaciones establecidas en la Constitución, los tratados y convenios internacionales de los cuales sea parte el Estado mexicano, esta Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables.
En la Fracción I de su Artículo 43, señala que las autoridades migratorias podrán negar la expedición de la visa, la internación regular a territorio nacional o su permanencia a los extranjeros que se ubiquen, entre otros, en el siguiente supuesto:
Estar sujeto a proceso penal o haber sido condenado por delito grave conforme a las leyes nacionales en materia penal o las disposiciones contenidas en los tratados y convenios internacionales de los cuales sea parte el Estado mexicano, o que por sus antecedentes en México o en el extranjero pudieran comprometer la seguridad nacional o la seguridad pública.
Y en la Fracción VI de su Artículo 64, señala que el Instituto Nacional de Migración, deberá cancelar la condición de residente temporal o permanente, entre otras, por la siguiente causa:
Estar sujeto a proceso penal o haber sido condenado por delito grave conforme a las leyes nacionales en materia penal o las disposiciones contenidas en los tratados y convenios internacionales de los cuales sea parte el Estado mexicano o que por sus antecedentes en el país o en el extranjero pudieran comprometer la seguridad nacional o la seguridad pública.
En la fracción IV del Artículo 144, la Ley también dice que será deportado del territorio nacional el extranjero presentado por:
Estar sujeto a proceso penal o haber sido condenado por delito grave conforme a las leyes nacionales en materia penal o las disposiciones contenidas en los tratados y convenios internacionales de los cuales sea parte el Estado mexicano, o que por sus antecedentes en México o en el extranjero pudiera comprometer la seguridad nacional o la seguridad pública.
Y en su párrafo tercero establece:
En el supuesto de que el extranjero, por sus antecedentes en los Estados Unidos Mexicanos o en el extranjero, pudiera comprometer la soberanía nacional, la seguridad nacional o la seguridad pública, la deportación será definitiva.
Por su parte, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el Artículo 11, párrafo segundo, el mismo donde reconoce que toda persona tiene derecho a buscar y recibir asilo, especifica que el reconocimiento de la condición de refugiado y el otorgamiento de asilo político, se realizarán de conformidad con los tratados internacionales y que la Ley regulará sus procedencias y excepciones, para lo cual podríamos remitirnos al citado artículo 52 de la Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político.
Aunado a lo anterior, el párrafo segundo del Artículo 33 Constitucional establece:
El Ejecutivo de la Unión, previa audiencia, podrá expulsar del territorio nacional a personas extranjeras con fundamento en la ley, la cual regulará el procedimiento administrativo, así como el lugar y tiempo que dure la detención.
El Convenio Sobre Asilo Diplomático, del cual México es parte, en su Artículo III, dispone:
No es lícito conceder asilo a personas que al tiempo de solicitarlo se encuentren inculpadas o procesadas en forma ante tribunales ordinarios competentes y por delitos comunes, o estén condenadas por tales delitos y por dichos tribunales, sin haber cumplido las penas respectivas, ni a los desertores de fuerzas de tierra, mar y aire, salvo que los hechos que motivan la solicitud de asilo, cualquiera que sea el caso, revistan claramente carácter político.
Las personas comprendidas en el inciso anterior que de hecho penetraren en un lugar adecuado para servir de asilo deberán ser invitadas a retirarse o, según el caso, entregadas al gobierno local, que no podrá juzgarlas por delitos políticos anteriores al momento de la entrega. 
Y en su Artículo IV, el mismo Tratado establece:
Corresponde al Estado asilante la calificación de la naturaleza del delito o de los motivos de la persecución.
De las disposiciones aquí citadas, se desprende lo siguiente:
· Todo extranjero que encuentre en peligro su vida, su libertad o seguridad por ideas o actividades políticas directamente relacionadas con su perfil público, y carezca de la protección de su país, podrá solicitar el otorgamiento de asilo político.
· Corresponde a la Secretaría de Relaciones Exteriores la decisión de conceder o no el asilo político, previa opinión de la Secretaría de Gobernación.
· En la decisión de conceder o no el asilo político, se deberá observar las disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los Tratados Internacionales de observancia obligatoria en México y demás ordenamientos aplicables.
· De las limitaciones o excepciones al otorgamiento del asilo político, se entiende que este derecho no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la Constitución establece.
El ejercicio de este derecho estará subordinado a las facultades de la autoridad judicial, en los casos de responsabilidad criminal o civil, y a las de la autoridad administrativa, por lo que toca a las limitaciones que impongan las leyes sobre emigración, inmigración y salubridad general de la República, o sobre extranjeros perniciosos residentes en el país.
La ley regulará sus procedencias y excepciones.
· De la negación y retiro del asilo político, así como de la negación de la internación regular a territorio nacional, se darán cuando existan las razones siguientes:
-Por realizar actos en territorio nacional que constituyan un riesgo o amenaza para la seguridad nacional.
-Cuando existan razones fundadas para considerar que el asilado ha cometido un delito contra la paz, el crimen de genocidio, crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra de los definidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte o del delito de terrorismo.
-Estar sujeto a proceso penal o haber sido condenado por delito grave conforme a las leyes nacionales en materia penal o las disposiciones contenidas en los tratados y convenios internacionales de los cuales sea parte el Estado mexicano. o que por sus antecedentes en México o en el extranjero pudieran comprometer la seguridad nacional o la seguridad pública.
· No es lícito conceder asilo a personas que al tiempo de solicitarlo se encuentren inculpadas o procesadas en forma ante tribunales ordinarios competentes y por delitos comunes, o estén condenadas por tales delitos y por dichos tribunales, sin haber cumplido las penas respectivas, ni a los desertores de fuerzas de tierra, mar y aire, salvo que los hechos que motivan la solicitud de asilo, cualquiera que sea el caso, revistan claramente carácter político.
· El Ejecutivo de la Unión, previa audiencia, podrá expulsar del territorio nacional a personas extranjeras con fundamento en la ley.
· La deportación se dará por estar sujeto a proceso penal o haber sido condenado por delito grave conforme a las leyes nacionales en materia penal o las disposiciones contenidas en los tratados y convenios internacionales de los cuales sea parte el Estado mexicano, o que por sus antecedentes en México o en el extranjero pudiera comprometer la seguridad nacional o la seguridad pública.
Y en el supuesto de que el extranjero, por sus antecedentes en los Estados Unidos Mexicanos o en el extranjero, pudiera comprometer la soberanía nacional, la seguridad nacional o la seguridad pública, la deportación será definitiva.
En la aplicación de las disposiciones aquí citadas, no se hace distinción alguna que otorgue preferencias o excepciones a mandatarios o ex mandatarios de algún país.

· La determinación del Poder Ejecutivo para negar o retirar el asilo político, y para expulsar a extranjeros perniciosos residentes en el país, deberá estar fundada en la Constitución, en los tratados internacionales de los que México sea parte y en las leyes de la materia. Por lo que no podrá ser una determinación fundada en intereses particulares como se menciona en la citada exposición de motivos.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 82 y 85 del Reglamento de la Cámara de Diputados, los integrantes de la Comisión de Relaciones Exteriores estima que no es pertinente ni necesario que el Senado de la República intervenga en un ejercicio de filtro legal sobre la decisión de otorgar o rechazar el asilo político a un ex jefe de Estado o de gobierno extranjero y someten a consideración de la Asamblea, el siguiente:



ACUERDO
Único. Se desecha la Iniciativa con proyecto de Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones la Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, presentada por la Dip. Adriana Gabriela Medina Ortiz. Archívese el expediente como asunto total y definitivamente concluido.
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